Resumen ultima modificación de medidas en materia de 


vivienda aprobada el 22/12/2020 


Artículo 1. Modificación del Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de 
marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias 
en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19. 


Uno. El artículo 1 queda redactado como sigue: 


«Artículo 1. Suspensión durante el estado de alarma del procedimiento 
de desahucio y lanzamiento arrendaticios en el caso de personas 
económicamente vulnerables sin alternativa habitacional. 


1. Desde la entrada en vigor del presente real decreto-ley y hasta la 
finalización del estado de alarma (9/05/2021)... aquellos que pretendan 
recuperar la posesión de la finca, se haya suspendido o no previamente el 
proceso anteriormente... la persona arrendataria podrá instar, un incidente de 
suspensión extraordinaria del desahucio o lanzamiento ante el Juzgado por 
encontrarse en una situación de vulnerabilidad económica que le imposibilite 
encontrar una alternativa habitacional para sí y para las personas con las que 
conviva. 


Así mismo, si no estuviese señalada fecha para el lanzamiento, se suspenderá 
el proceso o la celebración de la vista. 


Estas medidas de suspensión que se establecen con carácter extraordinario y 
temporal, en todo caso, dejarán de surtir efecto en cuanto finalice el estado de 
alarma. 


2. Para que opere la suspensión, la persona arrendataria deberá 


acreditar que se encuentra en alguna de las situaciones de vulnerabilidad 
económica descritas en las letras a) y b) del artículo 5 *(1) del presente real 


decreto-ley. 


Para acreditar esta situacion de vulnerabilidad deberá presentar en el 
Juzgado la documentación prevista en el articulo 6 *(2) del Real Decreto-Ley 
11/2020. 


3. Una vez presentados los anteriores escritos, el Letrado de la 
Administración de Justicia deberá trasladar inmediatamente a los servicios 
sociales competentes toda la documentación y solicitará a dichos servicios 
informe, que deberá ser emitido en el plazo máximo de diez días, y se 
identifiquen las medidas a aplicar por la administración competente. 


4. El Juez, acordará la suspensión del lanzamiento si se considera 
acreditada la situación de vulnerabilidad económica del arrendatario. Las 


Administraciones públicas competentes deberán, adoptar las medidas 
adecuadas que garanticen su acceso a una vivienda digna. 


Dos. Se añade un artículo 1 bis con el siguiente contenido: 


«Artículo 1 bis. Suspensión durante el estado de alarma del 
procedimiento de desahucio y de los lanzamientos para personas 
económicamente vulnerables sin alternativa habitacional 


2. Será necesario para poder suspender el lanzamiento, que se trate de 


más de diez viviendas y que las personas que las habitan sin título se 


encuentren en situación de vulnerabilidad económica por encontrarse en 
alguna de las situaciones descritas en la letra a) del artículo 5. 





El Juez tomará la decisión previa valoración ponderada y proporcional del caso 
concreto, teniendo en cuenta, entre otras que procedan, las siguientes 
circunstancias: 


a) Si la entrada o permanencia en el inmueble está motivada por una situación 
de extrema necesidad. Al efecto de analizar el estado de necesidad se valorará 


adecuadamente el informe de los servicios sociales emitido conforme al 
apartado siguiente. 


b) Las circunstancias relativas a la cooperación de los habitantes de la vivienda 
con las autoridades competentes en la búsqueda de soluciones para una 
alternativa habitacional que garantizara su derecho a una vivienda digna. 


3. Para que opere la suspensión a que se refiere el apartado anterior, 


quien habite la vivienda sin título habrá de ser persona dependiente de 
conformidad, víctima de violencia sobre la mujer o tener a su cargo, 
conviviendo en la misma vivienda, alguna persona dependiente o menor de 
edad. En todo caso, la persona o personas que ocupan la vivienda sin título 
deberán acreditar, 

vulnerabilidad económica descritas en la letra a) del artículo 5 del presente real 
decreto-ley mediante la presentación de los documentos previstos en el 
artículo 6.1. 





4. Justicia deberá trasladar inmediatamente a los servicios sociales 
competentes toda la documentación y solicitará a dichos servicios un informe, 
que deberá ser emitido en el plazo máximo de quince días. 


5. Acreditada la situación de vulnerabilidad... el juez dictará auto 
acordando, en su caso, la suspensión por el tiempo que reste hasta la 
finalización del estado de alarma. 


Durante el plazo máximo de suspensión fijado, las administraciones públicas 
competentes deberán, adoptar las medidas adecuadas que garanticen su 
acceso a una vivienda digna. 


7. En ningún caso procederá la suspensión si la entrada o permanencia 
en la vivienda ha tenido lugar en los siguientes supuestos: 


a) Cuando se haya producido en un inmueble de propiedad de una persona 
física, si en dicho inmueble tiene su domicilio habitual o segunda residencia 





b) Cuando se haya producido en un inmueble de propiedad de una persona 


jurídica que lo tenga cedido por cualquier título válido en derecho a una 
persona física que tuviere en él su domicilio habitual o segunda residencia 


c) Cuando la entrada o permanencia en el inmueble sea consecuencia de 
delito. 


d) Cuando existan indicios racionales de que la vivienda se esté utilizando para 
la realización de actividades ilícitas. 


e) Cuando la entrada o permanencia se haya producido en inmuebles de 
titularidad pública o privada destinados a vivienda social y ya se hubiera 


f) Cuando la entrada en la vivienda se haya producido con posterioridad a la 
entrada en vigor del presente real decreto-ley.» 











*(1) - Artículo 5. Definición de la situación de vulnerabilidad económica a efectos de obtener moratorias o 
ayudas en relación con la renta arrendaticia de la vivienda habitual. 


1. Los supuestos de vulnerabilidad económica a consecuencia de la emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19 
requerirán la concurrencia conjunta, a los efectos de obtener moratorias o ayudas en relación con la renta arrendaticia 
de la vivienda habitual, de los siguientes requisitos: 


a) Que la persona que esté obligada a pagar la renta de alquiler pase a estar en situación de desempleo, 

Expediente Temporal de Regulación de Empleo (ERTE), o haya reducido su jornada por motivo de cuidados, en 
caso de ser empresario, u otras circunstancias similares que supongan una pérdida sustancial de ingresos, no 
alcanzando por ello el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar, en el mes anterior a la 

solicitud de la moratoria: 


i. Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples 
mensual (en adelante IPREM). 


ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada hijo a cargo en la unidad familiar. El 
incremento aplicable por hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por cada hijo en el caso de unidad 
familiar monoparental. 


iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada persona mayor de 65 años miembro 
de la unidad familiar. 


iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar tenga declarada discapacidad igual o 
superior al 33 por ciento, situación de dependencia o enfermedad que le incapacite acreditadamente 
de forma permanente para realizar una actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será 
de cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los incrementos acumulados por hijo a cargo. 


v. En el caso de que la persona obligada a pagar la renta arrendaticia sea persona con parálisis 
cerebral, con enfermedad mental, o con discapacidad intelectual, con un grado de discapacidad 
reconocido igual o superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física o sensorial, con un 
grado de discapacidad reconocida igual o superior al 65 por ciento, así como en los casos de 
enfermedad grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a su cuidador, para realizar una 
actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de cinco veces el IPREM. 


b) Que la renta arrendaticia, más los gastos y suministros básicos, resulte superior o igual al 35 por cien de 
los ingresos netos que perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar. A estos efectos, se 
entenderá por «gastos y suministros básicos» el importe del coste de los suministros de electricidad, gas, 
gasoil para calefacción, agua corriente, de los servicios de telecomunicación fija y móvil, y las posibles 
contribuciones a la comunidad de propietarios, todos ellos de la vivienda habitual que corresponda satisfacer 
al arrendatario. 


* (2) = Artículo 6. Acreditación de las condiciones subjetivas. 


1. La concurrencia de las circunstancias a que se refiere el artículo 5 se acreditará por la persona arrendataria ante la 
persona arrendadora mediante la presentación de los siguientes documentos: 


a) En caso de situación de desempleo, mediante certificado expedido por la entidad gestora de las 
prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida en concepto de prestaciones o subsidios por 
desempleo. 


b) En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, mediante certificado expedido por la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el órgano competente de la Comunidad Autónoma, en su 
caso, sobre la base de la declaración de cese de actividad declarada por el interesado. 


Cc) Número de personas que habitan en la vivienda habitual: 
i. Libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho. 


ii. Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la vivienda, con 
referencia al momento de la presentación de los documentos acreditativos y a los seis meses 
anteriores. 


iii. Declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad permanente para realizar una 
actividad laboral. 


d) Titularidad de los bienes: nota simple del servicio de índices del Registro de la Propiedad de todos los 
miembros de la unidad familiar. 


e) Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los requisitos exigidos para 
considerarse sin recursos económicos suficientes según este real decreto-ley. 


2. Si el solicitante de la moratoria no pudiese aportar alguno de los documentos requeridos en las letra a) a d) del 
apartado anterior, podrá sustituirlo mediante una declaración responsable que incluya la justificación expresa de los 
motivos, relacionados con las consecuencias de la crisis del COVID-19, que le impiden tal aportación. Tras la 
finalización del estado de alarma y sus prórrogas dispondrá del plazo de un mes para la aportación de los documentos 
que no hubiese facilitado. 





